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Instrucción de 29 de septiembre de 2015, de la Dirección General de los 

Registros y del Notariado, sobre la aplicación de la Ley 12/2015, de 24 de 

junio, en materia de concesión de la nacionalidad española a los sefardíes 

originarios de España. 

 (…) 

I.4 Documentos que deben aportarse. 

Con carácter general, la documentación a que se refieren los siguientes apar-

tados deberá remitirse telemáticamente junto con la solicitud que irá dirigida a la 

Dirección General de los Registros y del Notariado, que a su vez la remitirá te-

lemáticamente al Consejo General del Notariado. Este Consejo le dará curso y 

designará al notario competente para valorar la documentación aportada teniendo 

en cuenta las preferencias del interesado en el caso de que las haya manifestado 

en la propia solicitud. Dicho notario efectuará una primera valoración de la docu-

mentación previa a concertar con el solicitante su comparecencia, evitando su 

desplazamiento cuando no estime inicialmente cumplidos los requisitos para la 

concesión de la nacionalidad. 

Los documentos que deberán adjuntarse telemáticamente a la solicitud son los 

siguientes: 

I.4.1 Documentos identificativos. 

Certificado de nacimiento, pasaporte completo o DNI para ciudadanos de la 

Unión Europea y, si es mayor de edad, certificado de antecedentes penales de su 

país de origen. Estos documentos son preceptivos y su aportación, por tanto, es 

indispensable para la continuación del procedimiento. Por ello deberán acompañar 

en todo caso a la solicitud, con independencia del resto de documentos necesarios 

para formalizar el acta de notoriedad posterior, y serán remitidos junto a la misma, 

a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para la continuación de los 

trámites posteriores del expediente. Tendrán que estar debidamente legalizados o 

apostillados y en su caso, traducidos. 

I.4.2 Pruebas de idioma (DELE A2 o superior) y de conocimientos consti-

tucionales y socioculturales de España (CCSE). 

En el momento de efectuar la solicitud, deberá acreditarse la superación de las 

pruebas de idioma y de conocimientos constitucionales y socioculturales, ya que 

su ausencia impedirá el avance del procedimiento. 

Será necesaria la aportación del diploma acreditativo de la superación de la 

prueba de conocimiento básico de la lengua española, DELE de nivel A2 o supe-

rior y del título acreditativo de la superación de la prueba de evaluación del cono-

cimiento de la Constitución Española y de la realidad social y cultural españolas. 

Ambos documentos son asimismo imprescindibles dada la exigencia legal recogi-

da en el apartado 5 del artículo 1 de la Ley. 

Estarán dispensados de la prueba de examen DELE los interesados que 

hayan obtenido con anterioridad un diploma de español como lengua extranjera 

(DELE) como mínimo del nivel A2, que no obstante deberán acreditarlo, así como 

los nacionales de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, 

El Salvador, Guatemala, Guinea Ecuatorial, Honduras, México, Nicaragua, Pa-

namá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

Los diplomas acreditativos de la superación de dichas pruebas podrán adjun-

tarse directamente por el solicitante. Asimismo y previa su autorización, se podrá 

comprobar el resultado de las pruebas de examen DELE de nivel A2 o superior y 

de conocimientos constitucionales y socioculturales de España (CCSE), mediante 

consulta telemática al Instituto Cervantes. El resultado de la comprobación telemá-
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tica tendrá el mismo valor probatorio que la aportación por los interesados de los 

certificados correspondientes. 

Los menores de 18 años y personas con capacidad modificada judicialmente 

quedan exentos de la realización de las pruebas y deberán aportar certificados de 

sus centros de formación, residencia, acogida, atención o educación especial en 

los que, en su caso, hubieran estado inscritos. El certificado del centro de forma-

ción será obligatorio en el caso de niños en edad escolar. En el caso de menores 

en edad pre-escolar o personas con la capacidad modificada judicialmente, la 

presentación de dicho certificado será voluntaria. Si dichos certificados estuvieran 

redactados en un idioma distinto al español, deberán constar debidamente tradu-

cidos.  

 

I.4.3 Documentos acreditativos de los requisitos para adquirir la naciona-

lidad española por carta de naturaleza regulada en la Ley 12/2015, de 24 de 

junio. 

A) Acreditación del origen sefardí. 

El artículo 1.2 de la Ley enumera diversos documentos probatorios que serán 

valorados en su conjunto por el notario autorizante del acta, que dará fe de dicha 

condición. No se establece un número máximo o mínimo de documentos a presen-

tar junto a la solicitud, pero el hecho de que deban valorarse conjuntamente indica 

la necesidad de aportar más de uno de ellos. Tampoco se exige la presentación 

con carácter obligatorio de ninguno de los documentos que menciona, ni estos son 

los únicos que podrán presentarse ya que tendrá carácter probatorio cualquier otra 

circunstancia que demuestre fehacientemente su condición de sefardí originario de 

España. 

1. Certificados. 

El artículo 1.2, en sus párrafos a), b) y c), enumera entre los distintos medios 

probatorios los certificados expedidos respectivamente por el Presidente de la 

Comisión Permanente de la Federación de Comunidades Judías de España, por el 

Presidente o cargo análogo de la comunidad judía de la zona de residencia o ciu-

dad natal del interesado y por autoridad rabínica competente reconocida legalmen-

te en el país de residencia habitual de solicitante. 

a) Certificado expedido por el Presidente de la Comisión Permanente de la 

Federación de Comunidades Judías de España. 

Tiene especial valor probatorio el Certificado expedido por el Presidente de la 

Comisión Permanente de la Federación de Comunidades Judías de España, en 

coherencia con el contenido del Acuerdo de Cooperación con el Estado aprobado 

por la Ley 25/1992 de 10 de noviembre, cuya solicitud podrá efectuarse tanto en la 

Web de dicha Federación, https://certificadosefardies.fcje.org, como en la aplica-

ción electrónica habilitada al efecto por el Ministerio de Justicia. 

A estos efectos, la Federación de Comunidades Judías de España podrá ana-

lizar, utilizando todos los medios a su alcance, los distintos elementos probatorios 

enumerados por la Ley, o cualesquiera otros que pueda acompañar el interesado 

para acreditar su condición de sefardí originario de España, de forma que, aseve-

rada su certeza y validez y emitido el certificado, no será necesario adjuntar 

ningún otro documento. 

No obstante lo anterior, los documentos que la Federación de Comunidades 

Judías de España haya considerado suficientes para certificar el origen sefardí 

estarán siempre a disposición, para su consulta, del notario que deba levantar el 

acta de notoriedad. 

b) Certificado expedido por el presidente o cargo análogo de la comunidad jud-

ía de la zona de residencia o ciudad natal del interesado y certificado de la autori-
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dad rabínica competente reconocida legalmente en el país de residencia habitual 

de solicitante. 

Estos certificados pueden presentarse o bien con el aval de un certificado ex-

pedido por el Presidente de la Comisión Permanente de la Federación de Comu-

nidades Judías de España o bien por sí solos con los requisitos que se exponen a 

continuación: 

b.1) Avalados por un certificado expedido por el Presidente de la Comisión 

Permanente de la Federación de Comunidades Judías de España. 

El certificado expedido por el Presidente de la Comisión Permanente de la Fe-

deración de Comunidades Judías de España podrá acompañarse a los efectos de 

avalar la condición de autoridad del presidente o cargo análogo de la comunidad 

judía de la zona de residencia o ciudad natal del interesado o de la autoridad rabí-

nica competente, reconocida legalmente en el país de la residencia habitual del 

solicitante, que expidan certificados acreditativos del origen sefardí español del 

solicitante, imprimiendo a estos certificados avalados igual relevancia a los efectos 

de acreditar el origen sefardí. 

Los certificadores de origen, es decir los presidentes y rabinos de las comuni-

dades judías del país de origen o residencia del interesado, podrán acreditarse a 

estos efectos en la propia Plataforma de la Federación de Comunidades Judías de 

España que, para avalar estas firmas, solicitará: a) copia de los Estatutos origina-

les de la entidad religiosa extranjera; b) certificado de la entidad extranjera que 

contenga los nombres de quienes hayan sido designados representantes legales; 

c) certificado o documento que acredite que la entidad extranjera está legalmente 

reconocida en su país de origen; y d) certificado emitido por el representante legal 

de la entidad que acredite que el Rabino firmante ostenta, efectiva y actualmente, 

tal condición conforme a los requisitos establecidos en sus normas estatutarias. 

Si el aval de la Federación de Comunidades Judías de España se limita a la 

condición de autoridad del presidente o cargo análogo de la comunidad judía o de 

la autoridad rabínica competente, deberán acompañarse además los distintos 

documentos probatorios enumerados por la Ley o cualesquiera otros que el solici-

tante haya presentado ante el certificado de origen y que hayan servido de justifi-

cación para certificar su condición de sefardí de origen español. 

En el caso de que la Federación de Comunidades Judías de España, además 

de avalar la condición de autoridad del presidente o cargo análogo de la comuni-

dad judía o de la autoridad rabínica competente de la zona de residencia o ciudad 

natal del interesado, analice, utilizando todos los medios a su alcance, los distintos 

elementos probatorios enumerados por la Ley, o cualesquiera otros que pueda 

acompañar el interesado para acreditar su condición de sefardí originario de Es-

paña y asevere su certeza y validez, no será necesario adjuntar ningún otro do-

cumento. 

b.2) Certificado expedido por el presidente o cargo análogo de la comunidad 

judía de la zona de residencia o ciudad natal del interesado y certificado de la au-

toridad rabínica competente reconocida legalmente en el país de residencia habi-

tual del solicitante a los que no se acompañe el certificado de la Federación de 

Comunidades Judías de España. 

En el caso de que los certificados expedidos por el presidente o cargo análogo 

de la comunidad judía o por la autoridad rabínica competente de la zona de resi-

dencia o ciudad natal del solicitante no se acompañen del expedido por la Federa-

ción de Comunidades Judías de España, la Ley prevé como alternativa que el 

interesado, para acreditar su idoneidad, adjunte debidamente autorizados, aposti-

llados o legalizados y, en su caso, traducidos al español por traductor jurado, la 

totalidad de los siguientes documentos: 
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1.º Copia de los Estatutos originales de la entidad religiosa extranjera. No será 

necesaria su aportación íntegra, bastando con una copia parcial en la que se con-

tengan, además de los datos identificativos del propio documento, los datos de 

constitución, fines funcionamiento y forma de representación de la entidad. 

2.º Certificado de la entidad extranjera que contenga los nombres de quienes 

hayan sido designados representantes legales. 

3.º Certificado o documento que acredite que la entidad extranjera está legal-

mente reconocida en su país de origen. 

4.º Certificado emitido por el representante legal de la entidad que acredite que 

el rabino firmante ostenta, efectiva y actualmente, tal condición conforme a los 

requisitos establecidos en sus normas estatutarias. 

En este caso, junto con los certificados que acrediten la condición de sefardí 

del interesado, expedidos por el presidente o cargo análogo de la comunidad judía 

o por la autoridad rabínica competente de la zona de residencia o ciudad natal del 

solicitante, deberán acompañarse los distintos documentos probatorios enumera-

dos por la Ley o cualesquiera otros que este haya acompañado para acreditar su 

condición de sefardí originario de España y con base en los cuales se hayan emi-

tido. 

El Ministerio de Justicia pondrá a disposición de los interesados un listado de 

entidades facultadas para expedir los certificados de origen sefardí, bien porque 

éstas han sido reconocidas y avalada la condición de autoridad de sus represen-

tantes por la Federación de Comunidades Judías de España en los términos antes 

señalados, bien porque han solicitado su reconocimiento directamente al Ministe-

rio de Justicia a través de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 

previa aportación de la documentación legalmente exigible. Dicha relación estará 

disponible en el portal Web del Ministerio de Justicia www.mjusticia.gob.es y será 

objeto de actualización continuada. 

La documentación aportada por las entidades para su reconocimiento y aval 

deberá ser objeto de consulta por el notario designado para formalizar el acta. 

Una vez obtenido el reconocimiento por una Entidad, no será necesaria la su-

cesiva aportación de la documentación para cada una de las solicitudes, salvo en 

el caso de modificación de los representantes legales o del Rabino firmante, que 

deberá ser debidamente acreditada. 

Las comunidades reconocidas para expedir certificados que acrediten la con-

dición de sefardí de origen español, de conformidad con lo dispuesto en la Ley, 

solo podrán expedir certificados en el país de origen o de residencia del interesa-

do, que coincidirá con el ámbito territorial donde tengan fijada su sede o domicilio 

social. 

2. Otros documentos acreditativos de la condición de sefardí de origen 

español. 

En relación a los restantes documentos citados en la Ley para la acreditación 

del origen sefardí, hacen referencia al mantenimiento de las tradiciones propias de 

dicha comunidad, tales como el uso del idioma ladino, certificado por una entidad 

competente o la pertenencia de los apellidos del solicitante al linaje sefardí de 

origen español. Se considera que la facultad de emisión de dichos documentos 

corresponde a las entidades cuya competencia en esta materia se encuentre re-

conocida por las autoridades del país de origen o residencia del interesado o por 

las propias comunidades judías o autoridades rabínicas. 

Debe destacarse a este respecto que sólo son válidos, a efectos de la Ley, los 

apellidos de origen inequívocamente sefardí de origen español. Para acreditar 

esta circunstancia, el interesado deberá aportar un informe razonado emitido por 

entidad de competencia suficiente, que acredite la genealogía familiar o que sus 
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apellidos proceden de los sefardíes que fueron expulsados de los reinos de Casti-

lla, Aragón y Navarra o forzados a convertirse al Cristianismo, a partir de 1492. 

También se deberán justificar las variaciones que hayan sufrido estos apellidos 

como consecuencia de la influencia de los idiomas o lenguas propios de los luga-

res donde se establecieron las comunidades sefarditas con posterioridad a su 

expulsión de España. 

En cuanto a la partida de nacimiento o la «ketubah» o contrato matrimonial ce-

lebrado según las tradiciones de Castilla, deberá aportarse acompañado de un 

certificado del Presidente o cargo análogo de la Comunidad judía o autoridad rabí-

nica de la zona de residencia del interesado que acredite su validez. 

B) Acreditación de la especial vinculación con España. 

El artículo 1.3 de la Ley enumera diversos documentos probatorios que serán 

valorados en su conjunto por el notario autorizante del acta, que dará fe de dicha 

vinculación. Es aplicable lo señalado en el apartado anterior en relación con los 

documentos probatorios y la competencia de las entidades que los expidan. 

En cuanto a la inclusión del peticionario o de su ascendencia directa en las lis-

tas de familias sefardíes protegidas por el Decreto-ley de 29 de diciembre de 1948 

o que obtuvieron su naturalización mediante el Real Decreto de 20 de diciembre 

de 1924, a que hace referencia la letra c) del apartado 3 del artículo 1 y al paren-

tesco de consanguinidad del solicitante con alguna de dichas personas a que se 

refiere el apartado d), deberá acreditarse debidamente la condición de descen-

diente directo o pariente consanguíneo del solicitante. Para acreditar la condición 

de descendiente de las familias protegidas por España a través de dichas normas, 

el interesado podrá aportar, entre otros medios probatorios, copia del expediente 

de inmigración o naturalización del pariente a quien le fue concedida la nacionali-

dad española o la protección consular correspondiente, así como los certificados 

de nacimiento que sean necesarios para acreditar su parentesco de consanguini-

dad con el interesado. 

En referencia a la realización de actividades benéficas, culturales o económi-

cas podrá acreditarse por el certificado en el que conste la realización de dicha 

actividad expedido por la Institución que la ofrezca. 

Hay otras muchas circunstancias que pueden contemplarse a los efectos de 

acreditar la especial vinculación con España. A título de ejemplo podemos desta-

car las siguientes: estar casado con un/a nacional español/a, acreditar parentesco 

en línea directa con un nacional español, tener acciones en una empresa españo-

la, tener una vivienda u otros bienes en España, haber cursado estudios de inter-

cambio en una ciudad española, tener un contrato de trabajo en España, ser pa-

trocinador de instituciones españolas que desarrollen actividades benéficas, 

científicas o culturales, realizar donativos a instituciones benéficas españolas, vivir 

o haber vivido en España durante al menos seis meses, haber celebrado cursos 

de diferente naturaleza impartidos en España, tener hijos matriculados en colegios 

españoles, ser socio de un centro cultural de España en el extranjero o de cual-

quier club español de diversa índole (deportivo, cultural…). Los medios probatorios 

de la vinculación a España serán asimismo valorados en su conjunto por el notario 

autorizante del acta que acreditara dicha vinculación. 

I.5 Legalización de los documentos. 

En todo caso será preciso el estricto control de autenticidad de los documen-
tos expedidos por funcionarios o entidades extranjeras y en su caso su traducción 
al español. La legalización de los documentos aportados en el expediente se exige 
con carácter general. Deberá pues el notario designado comprobar tanto las lega-
lizaciones que se hayan efectuado como las que no se hayan hecho, por tratarse 
en este último caso de documentos expedidos por funcionarios de Estados parte 
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del Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1961, en cuyo caso la legalización se 
sustituye por el trámite de la apostilla. 

Además existen otros convenios que eximen de la necesidad de legalizar al-
gunos documentos, así el Convenio de Viena n.º 16 de la Comisión Internacio-
nal del Estado Civil en relación a las certificaciones plurilingües de actas de naci-
miento, matrimonio o defunción, el Convenio de Atenas n.º 17 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativo a documentos que se refieran al estado civil, 
a la capacidad o a la situación familiar de las personas físicas, a su nacionalidad, 
domicilio o residencia, cualquiera que sea el uso al que estén destinados y a cual-
quier otro documento que haya sido extendido para la celebración del matrimonio 
o para la formalización de un acto de estado civil, el convenio de Londres n.º 63 
del Consejo Europeo en cuanto a los documentos expedidos por los Agentes di-
plomáticos o consulares y también las declaraciones oficiales, tales como mencio-
nes de registro, visados de fecha cierta y certificaciones de firma en cualquier otro 
documento y en general los distintos convenios bilaterales suscritos por España 
en relación con la exención de legalización para determinados documentos. 

I.6 Traducción. 

Los documentos deberán estar traducidos al español. Son válidas las traduc-
ciones efectuadas por un Intérprete Jurado autorizado por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación (están exentas de legalización por modificación del 
artículo 13 del Real Decreto 2555/1977, de 27 de agosto, por el que se aprueba el 
reglamento de la Oficina de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores), las 
traducciones hechas o revisadas por la Representación diplomática o consular de 
España en el extranjero o las efectuadas por la Representación diplomática o con-
sular en España del país que ha expedido el documento (estas últimas deberán 
ser legalizadas posteriormente por el Ministerio de Asuntos y de Cooperación para 
ser presentadas ante la Administración en España). Serán igualmente válidas las 
traducciones locales realizadas en el país de origen o residencia del interesado, 
aunque para que puedan surtir efectos en España tendrán que estar debidamente 
legalizadas o apostilladas. 

I.7 Validez temporal de los certificados. 

En cuanto a los certificados que preceptivamente deben presentarse, singu-
larmente el de nacimiento del interesado y en su caso el de matrimonio y certifica-
dos de nacimiento de los hijos, así como los certificados de antecedentes penales 
de los países de origen o residencia de los ciudadanos extranjeros que se presen-
ten en el procedimiento, tendrán la validez que se determine en el propio docu-
mento, a contar desde la fecha de su expedición. En cuanto a los certificados de 
antecedentes penales que no tengan determinado plazo de vigencia, dada la natu-
raleza de este tipo de documentos, que reflejan datos importantes y muy sensibles 
de los ciudadanos, si en los mismos no figura ningún plazo de validez, esta Direc-
ción General aplica un plazo máximo de vigencia de seis meses desde su fecha 
de expedición. Para determinar la validez de dichos certificados de antecedentes 
penales, con independencia del plazo concreto de caducidad, se exige que el cer-
tificado de antecedentes penales del país de origen este vigente en la fecha de la 
presentación de la solicitud, sin que pueden aceptarse prórrogas de estos certifi-
cados de antecedentes penales que se realicen por Embajadas o Consulados en 
España, ya que cada país tiene una autoridad competente para su emisión y es 
únicamente esa autoridad emisora quien podría, en su caso, ampliar la validez del 
certificado. Todo ello sin perjuicio de los casos en que los propios Consulados 
españoles estén autorizados para expedir dichos certificados. 

En los Estados Federales (Alemania, Argentina, Australia, Brasil, Estados Uni-
dos, India, México, Rusia y Venezuela) es necesario que el certificado de antece-
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dentes penales sea de todo el país y no solo de un Estado Federado concreto. En 
el caso de que no se expida un certificado único para todo el Estado Federal, de-
berán adjuntarse los certificados correspondientes a los Estados Federados en los 
que el peticionario haya residido durante los cinco años anteriores a la fecha de la 
solicitud. 

(…) 

 

 


